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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION PRIMERA

Consejero ponente: RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA

Bogotá, D.C., doce (12) de agosto de dos diez (2010)

Radicación número: 25000 2324 000 2002 00629 01

Actor: TRANS UNISA S.A.

Demandado: DISTRITO CAPITAL DE BOGOTA

Se decide el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la sociedad TRANS UNISA S.A., contra la sentencia de 10 de febrero de 2005, mediante la cual la Subsección “A” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca declara no probadas las excepciones propuestas y deniega las pretensiones de la demanda, interpuesta contra una Resolución proferida por la Secretaría de Tránsito del Distrito Capital.

I. ANTECEDENTES

1. LA DEMANDA
En ejercicio de la acción establecida en el artículo 85 del C.C.A. y por conducto de apoderado, la sociedad TRANS UNISA S.A., solicitó al tribunal que en proceso de primera instancia accediera a las siguientes

1.1. Pretensiones 
· Que se declare la nulidad de la Resolución Núm. 988 de 24 de octubre de 2003, “Por la cual se reorganizan unas rutas del servicio de transporte público colectivo de pasajeros, autorizadas a la empresa EXPRESO DEL PAÍS S.A., con el fin de permitir la entrada en funcionamiento y operación del Sistema Transmilenio”, expedida por la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá. 

· Que como consecuencia de lo anterior se proceda a cancelar las tarjetas de operación de los vehículos nuevos que fueron matriculados y vinculados con fundamento en el acto administrativo demandado, por habérsele aumentado la capacidad transportadora.

· Que se ordene a la Secretaría de Tránsito y Transporte determinar las necesidades del servicio y abra concursos públicos para la adjudicación de las nuevas rutas que le fueron autorizadas a EXPRESO DEL PAÍS S.A., para garantizar la libre concurrencia de las empresas de transporte interesadas en prestar el servicio.

· Que a título de restablecimiento del derecho, se condene a la demandada a cancelar la suma de mil quinientos cuarenta y tres millones quinientos mil pesos ($1.543´500.000.oo) por concepto de los perjuicios ocasionados a la empresa TRANS UNISA S.A. 

· Que se ordene el cumplimiento del fallo de conformidad con lo dispuesto por los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A.
1.2. Hechos

En resumen, el actor se refiere a los antecedentes y al contenido del acto administrativo demandado, así como a sus fundamentos normativos. Aduce el actor que en virtud de lo que allí se dispone, la administración, usurpando atribuciones del Ministro del Transporte y del Alcalde del Municipio de Soacha, aumentó indebidamente la capacidad transportadora a la firma EXPRESO DEL PAÍS S.A., determinando unos recorridos por fuera de la jurisdicción del Distrito Capital; sin observar el procedimiento legalmente establecido y sin verificar el cumplimiento de los requisitos señalados por el ordenamiento jurídico, dentro de los cuales está el de soportar la decisión en estudios técnicos que en el caso de autos brillan por su ausencia. 

Da a entender que la decisión cuestionada, favorece indebidamente a la empresa precitada, desconociendo el derecho de las demás empresas de recibir un tratamiento igual y sin realizar la licitación o concurso público que era de rigor. Adicionalmente se hace referencia a cada una de las rutas, poniendo de relieve que varias de ellas corresponden a la adjudicación de rutas nuevas, omitiendo el procedimiento establecido por la Resolución 1558 de 1998, o a rutas que se encuentran por fuera de la jurisdicción del Distrito Capital.

1.3.- Normas violadas y concepto de la violación
La sociedad actora considera que con la expedición de los actos acusados se violaron los artículos 6, 29, 121, 122, 123 y 211 de la Constitución Política; 14, 15 y 28 del CCA; 3 numeral 5° de la Ley 105 de 1993; 1, 4, 5, 8, 17, 19, 21, 56, 57 y 58 de la Ley 336 de 1996; 11 de la Ley 489 de 1998; y 1, 3, 4, 6, 7, 22, 24 a 36, 40 y 62 del Decreto 1558 de 1998. 

El actor considera vulnerado el artículo 6 de la Carta, pues se omitió la aplicación de lo dispuesto en el Decreto 1558 de 1998 y se incurrió además en una clara extralimitación y usurpación de funciones, ya que la competencia para fijar rutas de transporte público en varios municipios no es del Secretario de Tránsito y Transportes del Distrito Capital sino del Ministerio de Transporte. El hecho de haber desbordado el ámbito de sus competencias territoriales, es violatorio de los artículos 121 y 122 de la Constitución. Se desconoció además el artículo 29 de la Carta, en razón de no haberse dado aplicación al procedimiento establecido y al omitirse la notificación a las empresas que tenían interés directo en la decisión. De otra parte, las autoridades distritales, al proferir un acto administrativo sin la plena observancia de las etapas previas a su expedición, se apartaron del cumplimiento del deber constitucional de respetar a la ley y los reglamentos, todo lo cual contraría lo dispuesto en el artículo 123 superior y en la Ley 336 de 1996. 

Asegura el actor que las notificaciones no se surtieron de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14, 15 y 28 del C.C.A., y puso de presente que el acto Administrativo demandado es un híbrido, pues en su parte resolutiva se señala que se trata de una actuación iniciada de oficio, pero expresa a la vez, que se está resolviendo una petición de la empresa EXPRESO DEL PAÍS S.A., desconociendo que existían terceros determinados con interés directo en esa decisión. 

Sostuvo que la Ley 105 de 1993 definió el concepto de ruta y sus características y reguló lo concerniente al otorgamiento del permiso de operación, el cual debe fundarse en estudios técnicos elaborados conforme a las normas del Decreto 1558 de 1998, todo lo cual fue soslayado en el asunto bajo examen, pues lo cierto es que el acto acusado se apoyó en un estudio elaborado por la empresa TRANSMILENIO S.A. que no reúne las exigencias legales. 

Con respecto a la violación de los artículos 1, 4, 5, 8, 17, 19, 21, 56, 57 y 58 de la Ley 336 de 1996, se  afirma en la demanda que al expedirse el acto demandado se desconocieron las orientaciones teleológicas de dicha ley, en especial la finalidad de garantizar la desmonopolización del servicio. 

En lo que concierne a la vulneración de la Ley 489 de 1998, señala el actor que la misma se concreta en el hecho de haberse desconocido la prohibición de delegar funciones, atribuciones y potestades que por su naturaleza o por mandato constitucional o legal no son susceptibles de delegación. 

Se cuestiona igualmente en la demanda el hecho de haberse dispuesto la adjudicación de rutas nuevas y la modificación de algunas ya adjudicadas a la empresa SIDAUTO S.A., sin acudir al procedimiento de licitación o concurso previsto en el Decreto 1558 de 1998. 

Por último, se puso de presente que la Resolución 988 de 24 de octubre de 2003, aumentó la capacidad transportadora de la empresa EXPRESO DEL PAÍS S.A., en contravía de lo establecido en estudios técnicos que recomiendan disminuir el parque automotor que presta el servicio de transporte público. 

2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
Dentro del término de fijación en lista, se hicieron presentes los apoderados de la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá, de la Empresa TRANSMILENIO S.A. y de la firma EXPRESO DEL PAÍS S.A., quienes propusieron en común las siguientes excepciones:

· Falta de integración del litis consorcio necesario, pues la demanda también ha debido dirigirse contra la empresa TRANSMILENIO S.A., toda vez que las troncales utilizadas por el nuevo sistema de transporte eran las mismas que utilizaban los vehículos de las empresas tradicionales en sus desplazamientos y en el evento de llegarse a proferir decisión desfavorable, dicha empresa podría resultar afectada. 

· Ineptitud sustantiva de la demanda, por cuanto la indemnización de perjuicios perseguida no es propia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho sino de la acción de reparación directa. 

· Falta de legitimidad en la causa por activa, pues la demandante no está jurídicamente habilitada para prestar el servicio público colectivo de pasajeros en Bogotá, y por lo mismo no tiene interés jurídico en la causa. 

· Caducidad de la acción, pues al momento de promover la demanda ya había transcurrido el término de 4 meses desde la época en que se hizo evidente y notoria la reestructuración de las rutas. 

Además de las anteriores, el apoderado de la Secretaría invocó, a manera de excepción, la Legalidad de la actuación administrativa, pues la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá se ajustó a los mandatos legales que regulan el sistema de transporte masivo de pasajeros. 
Aparte de lo expuesto, los apoderados de las entidades anteriormente citadas, defendieron la legalidad del acto acusado con los siguientes argumentos:

El apoderado deL DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTES DE BOGOTA, manifestó que el artículo 10 del Decreto 170 de 2001, el Acuerdo Distrital N°. 11 de 1990, la Resolución 095 de 1991 y los Decretos Distritales 646 de 1990 y 265 de 1991, atribuyen a esa dependencia la facultad de definir políticas, planes y programas en materia de transporte. Aparte de ello, por tratarse de una simple reestructuración del servicio, no era necesaria la aplicación de los procedimientos establecidos para la adjudicación de rutas, de conformidad con lo previsto en el artículo 36 del Decreto 1558 de 1998. 

Rechazó igualmente la afirmación según la cual se configuró una usurpación de las funciones asignadas al Ministerio de Transporte, pues las resoluciones 1587 y 797 de 1985 proferidas por el INTRA, autorizaron a la empresa EXPRESO DEL PAÍS S.A. para operar en las rutas del corredor Soacha - Bogotá y viceversa.  Adicionalmente, trajo a colación que el Ministerio de transporte, la Gobernación de Cundinamarca, el Distrito Capital y el Municipio de Soacha, suscribieron un Convenio Interadministrativo con el objeto de organizar el transporte público en el precitado corredor vial. 

Aparte de lo anterior, precisó que según lo dispuesto por el artículo 3 literal c) numeral 1° de la Ley 105 de 1993, la Secretaría de Tránsito y Transportes de Bogotá se encuentra facultada para diseñar y ejecutar las políticas dirigidas a fomentar el uso de los medios de transporte, en especial de los que forman parte del sistema de transporte masivo y añadió que el artículo 36 del Decreto 1558 de 1998 faculta a dicha dependencia para reestructurar oficiosamente el servicio cuando las necesidades lo hagan necesario 

Por otra parte, el abogado del Distrito invocó algunos fragmentos de la sentencia C-043 de febrero 25 de 1998, proferida por la Corte Constitucional, en donde se señaló que en nombre del interés general pueden hacerse modificaciones a un derecho particular, sin que ello implique su vulneración o desconocimiento. 

Al mismo tiempo y para contextualizar la decisión administrativa que se cuestiona en este proceso, indicó que aquella forma parte del conjunto de medidas adoptadas al entrar en funcionamiento el Sistema de Transporte Masivo de la capital, teniendo como soporte los estudios técnicos realizados por la empresa TRANSMILENIO S.A., bajo la supervisión y aprobación de esa Secretaría. 

Señaló finalmente que la notificación del acto demandado se surtió en debida forma e indicó que las empresas TRANS UNISA S.A. y EXPRESO DEL PAÍS S.A. venían cubriendo la ruta Soacha - Bogotá mucho antes de la expedición del acto administrativo acusado, lo que permite mencionar que no es cierto que se haya reducido el número de pasajeros que la sociedad demandante transportaba. 

El apoderado de TRANSMILENIO S.A., manifestó que la Resolución 988 de 24 de octubre de 2003 trata en realidad de la reorganización del sistema de transporte al interior de la ciudad de Bogotá y no de la reorganización de ese servicio en el corredor Bogotá - Soacha, o al interior de este último municipio, tal como parece entenderlo la sociedad actora. 

Por último, el apoderado de la sociedad EXPRESO DEL PAÍS S.A. señaló que si bien el transporte es una actividad comercial, no puede perderse de vista que se trata de un servicio público al cual se encuentran vinculados el desarrollo económico, social de la ciudad y la realización de los derechos fundamentales, lo cual explica que el Estado se haya reservado la competencia para intervenir y reglamentar esa actividad, en la cual juega un papel importante el sector privado. 

En ese orden de ideas, considera que el acto acusado fue proferido por la Secretaría de Tránsito Transporte de Bogotá, en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley 105 de 1993 y 336 de 1996 y por el Decreto reglamentario 170 de 2001, que derogó el Decreto 1558 de 1998. De manera puntual destacó que el artículo 34 del Decreto 170 de 2.001, faculta a las autoridades para reestructurar oficiosamente, en cualquier tiempo, él servicio público de transporte de pasajeros, cuando las necesidades de los usuarios lo exijan, previa la realización de los estudios técnicos correspondientes. En el caso de autos la reestructuración de las rutas obedeció a la necesidad de compatibilizar la prestación de ese servicio con el sistema Transmilenio. 

En ese contexto, puso de presente que las rutas que operan en el corredor Soacha – Bogotá fueron autorizadas por el INTRA mediante las resoluciones 0402 de 1983 y 1857 de 1985, expedida por ese mismo organismo. 

II. LA SENTENCIA APELADA
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante Sentencia de fecha 10 de febrero de 2005, declaró no probadas las excepciones propuestas por las demandadas y denegó las pretensiones de la sociedad actora, teniendo en cuenta las siguientes consideraciones:

En cuanto concierne a la falta de legitimación en la causa por activa, el a quo expresó, que a diferencia de lo expuesto por la parte demandada, la actora sí tiene un interés directo para interponer la presente demanda, pues aunque no tiene rutas autorizadas en Bogotá, bien pudo haber aspirado a su adjudicación en el proceso de reestructuración de rutas, horarios y frecuencias adelantado por el Distrito Capital al entrar en funcionamiento el sistema Transmilenio. Al mismo tiempo, al tener asignadas unas rutas en el municipio de Soacha, la modificación dispuesta en el acto demandado afectó sus intereses particulares y concretos. 

Con respecto a la falta de integración del litis consorcio pasivo necesario, el Tribunal estimó que la excepción no estaba llamada a prosperar, pues la empresa TRANSMILENIO S.A. fue vinculada al proceso mediante auto del 9 de diciembre de 2002, que ordenó notificarle personalmente la demanda, la cual contestó de manera oportuna. 

En relación con la ineptitud formal de la demanda, la Sala estimó que la excepción propuesta no debía prosperar, pues es claro que el artículo 85 del CCA consagra la posibilidad de demandar, además de la nulidad del acto administrativo, la reparación de los daños que de él se hubieren derivado. En los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho, no se busca exclusivamente la mera protección del orden jurídico; de igual modo, debe tenerse en cuenta que la lesión de los derechos afectados proviene en este caso de un acto administrativo particular y concreto, y no de "un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente del inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa". 

Además de lo expuesto, consideró el Tribunal en su providencia que mal podría prosperar la caducidad de la acción, pues si bien habían transcurrido más de 4 meses desde la fecha de expedición del acto demandado, no aparece acreditado en el expediente que el mismo haya sido notificado o conocido por la sociedad actora, debiendo concluirse que la acción fue ejercida en tiempo, pues en tales circunstancias, se supone que se tiene conocimiento de la decisión administrativa al momento de presentar la demanda. Aunque la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá menciona que mediante oficio SJ-11 3213 de abril 22 de 2001, dio a conocer a la actora la resolución demandada, no obra en el expediente el documento que así lo demuestre. 

En lo que corresponde a la mal llamada “excepción de legalidad de la actuación administrativa”, el a quo observó que ella no constituye una excepción, pues es evidente que alude al fondo del asunto y no propiamente a algún impedimento de tipo procesal que impida el estudio de las pretensiones. 

Resueltas en ese sentido las excepciones propuestas por las entidades demandadas, la Sala abordó el análisis de fondo de los cargos planteados, dejando consignadas las siguientes apreciaciones:

En primer término el Tribunal estimó que no se configura la violación de los artículos 6, 29, 121, 122, 123 Y 211 de la Constitución, pues es claro que la reestructuración de las rutas obedeció, no al capricho de la Secretaría de Tránsito, como lo afirma la sociedad actora, sino a la necesidad de implementar en el Distrito Capital el Sistema de Transporte Masivo Transmilenio.

Si bien el Decreto 1558 de 1998 establece un procedimiento específico para la adjudicación y modificación de las rutas de transporte, el artículo 36 del mismo regula la reestructuración oficiosa de las rutas. Visto lo anterior, no puede predicarse que la decisión demandada sea ilegal, pues no se configura la denunciada usurpación de las competencias asignadas al Ministerio de Transporte. 

El a quo consideró que la actuación administrativa adelantada se ciñó a los presupuestos legalmente establecidos, pues era notoria la necesidad que tenía la ciudad de implantar un sistema de transporte masivo de pasajeros. Además de lo anterior, la administración realizó el estudio técnico de viabilidad previsto en el Decreto 1558 de 1998. Aparte de lo expuesto, la existencia de un procedimiento para la asignación de las rutas, no significa que la administración no tenga la facultad para reestructurarlas oficiosamente. Por lo mismo, no puede predicarse que la Secretaría haya obrado al margen del ordenamiento jurídico, como tampoco es dable afirmar que se hayan pretermitido las etapas previas a la expedición del acto impugnado o favorecido a la empresa EXPRESO DEL PAÍS S.A., en contravía del interés general. 

El Tribunal estimó que la vulneración de los artículos 29 de la Constitución y de los artículos 14, 15 y 28 del C.C.A. es inexistente, pues como la empresa EXPRESO DEL PAÍS S.A. era la única que podía verse afectada con la reestructuración oficiosa de las rutas que tenía autorizadas, resultaba innecesario comunicar el inicio de esa actuación administrativa a terceras personas. En gracia de discusión el a quo admitió que de producirse una afectación de los intereses de la empresa TRANS UNISA S.A., la misma no sería de manera directa sino indirecta, por lo cual también se tornaba innecesaria la mencionada comunicación. 

Con respecto a la violación de lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 3 de la Ley 105 de 1993, en donde se establece la obligatoriedad de realizar un estudio técnico con ciertas especificaciones como requisito para la asignación de rutas, el Tribunal consideró que el mismo sí se realizó. El Tribunal concluyó además que no aparece demostrado en el proceso que el estudio técnico no se ajusté a las exigencias legales,

Con respecto a la descalificación del estudio elaborado por TRANSMILENIO S.A., por el hecho de tener un interés directo en el resultado de la reestructuración, el Tribunal consideró que ese cargo era infundado, ya que los buses de esa empresa tienen asignados corredores exclusivos. Además no puede olvidarse que el mismo se realizó bajo la supervisión de la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá

En cuanto a la violación de los artículos 1, 4, 5, 8, 17, 19, 21, 56, 57 y 58 de la Ley 336 de 1996, el Tribunal consideró que de manera alguna se puede afirmar que el acto demandado sea contrario a los principios establecidos en dichas disposiciones, pues la medida de reestructuración de las rutas se inspiró en el propósito de brindar protección especial al servicio de transporte, buscando la satisfacción de las necesidades de la comunidad.  Por esa misma razón, no es válido afirmar que la decisión acusada haya buscado favorecer a la empresa EXPRESO DEL PAÍS S.A., pues las medidas de reestructuración de rutas también se hicieron extensivas a otras empresas de transporte público. En ese mismo sentido, el Tribunal encontró que la administración distrital, al reorganizar las rutas de la renombrada empresa, desarrolló una conducta encaminada al cumplimiento de sus funciones, de conformidad con lo previsto en el artículo 36 del Decreto 1558 de 1998. 

Todos los argumentos expuestos hasta acá, llevaron al Tribunal a declarar también que no se presentó ninguna trasgresión de los artículos 17, 19 inciso 1 y 21 incisos 1 y 2 de la Ley 336 de 1.996. 

En suma, a juicio del a quo no era necesario adelantar ningún tipo de licitaciones o concursos, pues en realidad no se trataba de adjudicar rutas nuevas sino reorganizar las ya adjudicadas, con el sano propósito de hacerlas compatibles con el Sistema de Transporte Masivo de la ciudad. 

En lo que tiene que ver con la presunta usurpación de funciones en que incurrió la Secretaría de Tránsito al modificar las rutas de transporte en el corredor vial Soacha - Bogotá, el Tribunal consideró que las decisiones adoptadas no pugnan con las competencias asignadas al Ministerio de Transporte, más aun si se tiene en cuenta que la empresa estaba autorizada por el INTRA para prestar sus servicios en el municipio vecino. 

El a quo señaló que en este caso no hubo una delegación de funciones en la empresa TRANSMILENIO S.A., y por ende no se violó el artículo 11 de la Ley 489 de 1998. Si bien esa empresa realizó el estudio técnico que sirvió de fundamento a la expedición del acto demandado, la decisión de fondo la adoptó en últimas la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá. 

III. EL RECURSO DE APELACION
El apoderado de la actora interpuso en tiempo recurso de apelación contra la sentencia dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, insistiendo en su pretensión de obtener la declaratoria de nulidad de la Resolución No. 988 del 24 de octubre de 2000 y el correspondiente restablecimiento del derecho. 

Según se expresa en la sustentación de la alzada, la discrepancia frente la sentencia impugnada, se funda en el hecho de que el a quo haya admitido que la actuación administrativa apuntaba a la reestructuración oficiosa de las rutas de transporte en el corredor vial Bogotá - Soacha – Bogotá para armonizarlas y hacerlas compatibles con el nuevo sistema de transporte de la ciudad, cuando en realidad lo que se buscaba era la adjudicación de nuevas rutas y la ampliación de la capacidad transportadora a favor de la empresa EXPRESO DEL PAÍS S.A., pretermitiendo la realización de la licitación o concurso previstos por el ordenamiento jurídico, en detrimento de los intereses de la actora y incurriendo en la violación del debido proceso. 

Al sustentar los motivos de su inconformidad, el recurrente insiste en señalar que el ejercicio oficioso de la facultad de disponer la reestructuración de las rutas, no riñe con la apertura de la licitación o concurso ni puede servir de pretexto para desconocer el derecho a la igualdad, la libertad de empresa, el derecho al trabajo, la libre concurrencia en la prestación del servicio y los demás principios que orientan la prestación del servicio público de transporte, consagrados en la Constitución Nacional y en las leyes 105 de 1993 y 336 de 1996 . 

Afirma el recurrente que si bien debe darse prioridad al sistema de transporte masivo, ello no puede servir para justificar el desconocimiento de los derechos de las empresas prestadoras del servicio de Transporte Colectivo. Adicionalmente, la facultad de reestructurar las rutas no puede ejercerse de manera abusiva, soslayando las conclusiones y recomendaciones de los estudios de viabilidad y los diagnósticos realizados, en cuanto concierne a la necesidad de reducir el parque automotor, lo cual ha  dado lugar precisamente a la adopción de las medidas de pico y placa y a la política de chatarrización. 

El fallo de primera instancia, según lo afirma el recurrente, no se detuvo en diferenciar la actuación promovida a petición de parte y la iniciada de oficio, lo cual a juicio es de gran relevancia en este proceso, por cuanto los estudios exigidos para la adjudicación de nuevas rutas y los previstos para la modificación de las ya autorizadas son de suyo distintos. 

Según el artículo 35 del decreto 1558 de 1998, cuando la actuación se inicia a petición de parte, es menester que se trate de la simple reestructuración de una ruta especifica ya existente y no de la reestructuración del servicio en general; a lo cual se suma la exigencia de que se cuente con la autorización para servirla; que exista una solicitud de parte con respecto a su modificación; que la misma no exceda del 10% del recorrido de la ruta; que no se desplace más de un Terminal y que se encuentre debidamente sustentada. En razón de lo anterior y teniendo en cuenta que en este caso la empresa EXPRESO DEL PAIS S.A. formuló una solicitud con tales propósitos, se configura la violación de la ley, pues se modificaron las rutas excediendo el 10% de su recorrido y se cambiaron los dos terminales, lo cual lleva a concluir que en realidad no se trató de una simple modificación de las rutas existentes sino de la adjudicación de rutas nuevas, para lo cual ha debido aplicarse en su integridad el procedimiento de licitación o concurso previsto para tales efectos. Así las cosas, al haberse pretermitido el seguimiento de tales pasos, se configuró la violación del debido proceso. Por lo mismo, al pretermitirse la realización del precitado procedimiento de selección objetiva, se le cercenó a la actora la oportunidad de ampliar su cobertura de servicios en el Corredor Vial Bogotá - Soacha, ocasionándole un perjuicio de contenido económico.
Ahora bien., de conformidad con lo previsto en el artículo 36 del decreto 1558 de 1998, cuando la actuación administrativa se promueve de manera oficiosa, la decisión a adoptar no debe circunscribirse necesariamente a una ruta en particular, pudiendo abarcar el servicio en general. En el caso de autos, no se tuvo en cuenta, como ya se dijo, que había mediado una solicitud de la empresa EXPRESO DEL PAIS S.A., siendo esa circunstancia lo que permite inferir que el acto administrativo acusado es el fruto de la incorrecta interpretación y aplicación de los artículos precitados. 

Además de lo anterior, el a quo no tuvo en cuenta que en el presente asunto la administración autorizó cambios sustanciales en el nivel de servicio de transporte colectivo sin mantener el servicio básico y, en algunos casos, autorizó su prestación a través de microbuses, lo cual viene a confirmar que nos hallamos frente a la adjudicación de rutas nuevas. 

Del mismo modo insistió en señalar los artículos 7° y 8° del acto acusado configuran una usurpación de las funciones asignadas al Ministerio del Transporte y al Alcalde de Soacha, al adjudicar rutas en trayectos ubicados en la jurisdicción territorial del precitado municipio. Así lo reconfirma la Resolución 153 de 2002, expedida el día anterior a la presentación de la presente demanda, mediante la cual se modifican las rutas cuestionadas en este proceso y en cuyos considerandos se pone de relieve que las autoridades locales sólo pueden autorizar rutas o modificarlas dentro del territorio de su jurisdicción, de conformidad con las previsiones de la ley 105 de 1993 y del decreto 170 de 2001.  No obstante lo anterior, la sentencia apelada concluyó de manera equivocada que la Secretaría de Tránsito actuó legalmente, aplicando erróneamente las normas vigentes en materia de competencia. 

Por otra parte, se reafirma el cuestionamiento frente al hecho de que los estudios técnicos hayan sido elaborados por TRANSMILENIO S.A., desconociendo el procedimiento y los requisitos establecidos para su elaboración y el principio de imparcialidad, pues no puede perderse de vista que si bien los buses de transmilenio utilizan unas vías exclusivas, las rutas alimentadoras circulan por las mismas vías que utilizan las demás empresas que prestan el servicio colectivo de transporte. Así las cosas, los estudios emitidos terminaron afectando a las pequeñas empresas y a los propietarios individuales, a las primeras por la perdida de oportunidad de crecimiento mediante la ampliación de la cobertura en la prestación del servicio y a los segundos, porque, se vieron precisados a vender los vehículos que proporcionaban el sustento de sus familias. 

Se reprocha así mismo que el Tribunal haya considerado que la Secretaría actuó en beneficio del interés general, cuando lo cierto es que en últimas la única favorecida fue la empresa EXPRESO DEL PAIS S.A., al obtener mejores calificaciones en los procesos licitatorios adelantados para la adjudicación de nuevas y al ampliarse su capacidad transportadora, exonerándola de participar  en la licitación o concurso que ha debido adelantarse. 

IV. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La apoderada del Distrito Capital allegó oportunamente su alegato de conclusión, en el cual se reiteran los mismos argumentos en los que se sustentó la contestación de la demanda.  Enfatizó de manera especial que la actuación de la Secretaría de Tránsito y Transportes de Bogotá se adelantó dentro del marco de sus competencias. En cuanto al hecho de que el acto demandado haya incluido algunas rutas que sirven el corredor vial de Bogotá-Soacha-Bogotá, expresó que el mismo Distrito Capital, mediante Resolución 153 del 23 de mayo de 2002, proferida por la renombrada Secretaría, “modificó el recorrido de las rutas que incluían el corredor vias (sic) de Soacha, limitándolo hasta el corredor vial de la ciudad de Bogotá, ante lo cual los vehículos podían seguir cumpliendo con los recorridos del corredor vial de Soacha y Bogotá y viceversa, en ejercicio de las autorizaciones emitidas por el organismo nacional de tránsito…”

Igualmente se opuso a la pretensión resarcitoria planteada por la parte actora, señalando que la misma es inviable e infundada, ya que la firma TRANS UNISA S.A. no es ni ha sido titular de las rutas que fueron objeto de modificación o reestructuración por parte del acto administrativo demandado, ni probó tampoco el perjuicio ocasionado.

El apoderado de la firma EXPRESO PAÍS S.A., por su parte, defendió igualmente la legalidad del acto cuestionado, trayendo a colación que la obligación que tiene el Estado  de asegurar la prestación eficiente de los servicios públicos, consagrada en el artículo 365 de la Carta, facultaba a la Secretaría para expedirlo, destacando que la actuación adelantada se inició oficiosamente y no a petición de parte, siendo indiscutible la conexidad existente entre la puesta en funcionamiento del nuevo sistema de transporte masivo y la expedición del acto acusado, el cual se inspira en el propósito de satisfacer el interés público. En esas circunstancias no resulta viable invocar derechos adquiridos de carácter particular. 

V.- CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Procurador Primero Delegado ante esta Corporación no rindió concepto en este proceso.
VI. LA DECISION

No observándose causal de nulidad que invalide lo actuado, se procede a resolver la controversia, previas las siguientes:

CONSIDERACIONES

1. El acto acusado.

Se trata de la Resolución 988 de 24 de octubre de 2003, “Por la cual se reorganizan unas rutas del servicio de transporte público colectivo de pasajeros, autorizadas a la empresa EXPRESO DEL PAÍS S.A., con el fin de permitir la entrada en funcionamiento y operación del Sistema Transmilenio.”, expedida por el Secretario de Tránsito y Transportes de Bogotá, D.C, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales y en particular de las que le conceden las leyes 105 de 1993 y 336 de 1996 y la Resolución 1558 de 1998.

El problema jurídico a resolver: 

Consiste en establecer si la Secretaría de Tránsito y Transporte del Distrito Capital tenía la competencia para expedir el acto acusado, aduciendo la facultad oficiosa de que trata el artículo 36 del Decreto 1558 de 1998; si era obligatoria la apertura de una licitación o  concurso para modificar y crear nuevas rutas; y si con la expedición del acto acusado, se usurparon las competencias asignadas al Ministro del Transporte y al Alcalde del municipio de Soacha, al adjudicar o modificar las rutas de transporte colectivo en el corredor Bogotá-Soacha-Bogotá, desbordando el límite territorial de sus competencias administrativas. 

Como quiera que la problemática expuesta ya ha sido objeto de análisis y decisiones de fondo por parte de la Sala, resulta oportuno evocar los criterios jurisprudenciales acogidos en decisiones anteriores, pues al ser similares sus presupuestos fácticos y su fundamentación jurídica, se impone su reiteración en este proceso.  

En efecto, la Sala, en Sentencia proferida el veintiséis (26) de noviembre de dos mil ocho (2008), dentro del proceso radicado bajo el número: 25000-23-24-000-2002-00480-01, Consejera ponente: MARTHA SOFIA SANZ TOBON, al decidir el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte actora, TRANS UNISA S.A., contra la sentencia proferida el 8 de julio de 2004 por parte del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que declaró no probadas las excepciones propuestas y denegó las pretensiones de la demanda instaurada en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Resolución 1357 del 4 de diciembre de 2000 expedida por la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá, por medio de la cual se dispuso la reorganización de unas rutas del servicio de transporte público colectivo de pasajeros, autorizadas a la empresa SOCIEDAD IMPORTADORA Y DISTRIBUIDORA AUTOMOTORA S.A. –SIDAUTO S.A., en el corredor Bogotá – Soacha – Bogotá, con el fin de permitir la entrada en funcionamiento  y operación del Sistema Transmilenio, expresó:

“Se tiene que mediante el acto acusado se reorganizan unas rutas del transporte público colectivo de pasajeros, que estaban ya autorizadas a la empresa SIDAUTO S.A. con el fin de permitir la entrada de TransMilenio, entendiéndose por ruta de conformidad con el artículo 6° del Decreto 1558 de 1998, “el trayecto comprendido entre un origen y un destino, con un recorrido determinado y unas características en cuanto a horarios, frecuencias y demás aspectos operativos” (como lo es la capacidad transportadora).

“Ahora bien, de conformidad con las normas señaladas el transporte público tiene el carácter de servicio público esencial y por lo tanto para la prestación de los servicios y la protección de los usuarios deberá primar el interés general;  es un hecho notorio que la entrada en funcionamiento del sistema TransMilenio se justificó en aras del interés general al privilegiar el transporte masivo de pasajeros en la ciudad de Bogotá, lo cual encuentra soporte legal en los artículos 3º, numeral 1, literal c) de la Ley 105 de 1991 y 5º de la Ley 336 de 1996.

“Para su establecimiento en el Distrito Capital, el Concejo Distrital, mediante el Acuerdo 04 de 4 de febrero de 1999 autorizó al Alcalde Mayor para que en representación de ese ente territorial participara conjuntamente con otras entidades del orden distrital en la constitución de la EMPRESA DE TRANSPORTE DEL TERCER MILENIO – TRANSMILENIO S.A. Como objeto de dicha empresa, el artículo segundo del citado Acuerdo 04 le señaló “la gestión, organización y planeación del servicio de transporte público masivo urbano de pasajeros en el Distrito capital y su área de influencia, bajo las condiciones que fijen las normas vigentes, las autoridades competentes y sus propios estatutos”. 

“Es un hecho notorio que esa empresa fue constituida y se encuentra funcionando y prestando el referido servicio de transporte, lo cual no es objeto de discusión, pero en razón a que entró en operación, las rutas o corredores que utiliza son para su uso exclusivo, lo cual implicó que la entidad demandada indudablemente tuviera que reestructurar el servicio.

“La motivación de la resolución acusada se fundamenta en varias premisas que justificaron su expedición como son: 

“1. Que para que entre a operar el sistema TransMilenio se requiere reorganizar algunas rutas ya autorizadas y con influencia en los corredores o troncales que de manera exclusiva utilizará el nuevo sistema.

“La justificación o motivación anterior es cierta; corrobora lo anterior lo expresado en reciente sentencia de esta Sección, que niega las pretensiones de la demanda de declarar la nulidad del Decreto Núm. 115 de 16 de abril de 2003, “Por medio del cual se establecen criterios para la reorganización del transporte público colectivo en el Distrito Capital”, expedido por el Alcalde Mayor de Bogotá D.C.; dice la providencia: 

“ SISTEMA DE TRANSPORTE MASIVO - Prioridad como criterio esencial para adopción de decisiones / PRINCIPIO DE PRIORIDAD - Transporte masivo: aplicación / RUTAS - Prioridad de transmilenio / TRANSMILENIO - Carácter prioritario y preferencial como sistema de transporte / RUTAS - Pérdida de vigencia de los actos por razones de hecho y de derecho

En ese contexto, se observa que el artículo 1º  del decreto enjuiciado, al establecer que “para todos los efectos se considerará prioritario para la ciudad, el desarrollo, expansión e implantación del Sistema de Transporte Masivo TransMilenio” y que dicha prioridad será criterio esencial para la adopción de las decisiones asociadas a la definición, desarrollo e implementación de políticas de transporte público de la ciudad, está atendiendo el mandato contenido en las normas legales citadas, dándoles aplicación y desarrollo, así como a las normas adoptadas en el Acuerdo 04 del 4 de febrero de 1999. Por consiguiente, si el uso de medios y sistemas masivos de transporte es prioritario frente a los que no lo son, es lógico que las rutas que se entren a cubrir mediante ese sistema les sean dadas de la misma forma prioritaria, es decir, que  pasa a primar o a tener preferencia sobre las demás formas que se vinieran dando en dichas rutas; luego la restricción a esas formas de transporte público colectivo prevista en el artículo 2º del decreto acusado es apenas una consecuencia de esa prioridad. Nada distinto podía disponer el Alcalde en ese aspecto, pues de lo contrario, y sin considerar otros postulados de orden legal que dan lugar a esa restricción, estaría desatendiendo ese carácter preferente de los sistemas masivos de transporte público de pasajeros. Ahora bien, si el uso o explotación de esas rutas están autorizadas mediante actos administrativos contentivos de permisos o adjudicación de rutas, que por cierto obedecen a que en ellas existían demandas insatisfechas de ese servicio, de suyo las circunstancias sobrevinientes surgidas de la entrada en funcionamiento de un sistema de transporte masivo afecta tales actos administrativos en cuanto a sus razones de hecho y de derecho, ya que resultan ser incompatibles  con las nuevas circunstancias jurídicas, caracterizadas por la preferencia para el sistema masivo de transporte, y con las circunstancias fácticas, ya que su demanda pasa a ser cubierta o atendida por este sistema. Significa lo anterior que la pérdida de vigencia de esos permisos no obedece al decreto acusado sino que se desprende de la ley y de la ocurrencia de los supuestos de hechos correspondientes, que en concreto consisten en que las rutas de servicio público urbano de pasajeros entren a ser atendidas por medios masivos de transporte, en cuanto la ley le da a éstos preferencia sobre los demás.”

“Pero la entrada del sistema masivo no solamente implicaba eliminar rutas; como bien lo señala el citado fallo uno de los efectos de la entrada en funcionamiento de las rutas o troncales es la revocación de los permisos de operación y por ende la eliminación de la ruta correspondiente, “pero dejándose a salvo la posibilidad de ajustar, modificar o reestructurar dichas rutas, precisamente en función del criterio rector ya comentado, el de las necesidades de movilización que se identifiquen en el resto de la ciudad, y el consabido previo estudio técnico que justifique la viabilidad del traslado”.

“Los anteriores pronunciamientos del Consejo de Estado, son válidos o aplicables para la época de los hechos de la demanda en estudio; se hicieron, como ya se dijo, con ocasión  de la solicitud de nulidad del Decreto N° 115 del 16 de abril de 2003 “Por medio del cual se establecen los criterios para la reorganización del transporte público colectivo en el Distrito Capital”; el pronunciamiento arriba trascrito se hizo sobre el artículo 3° del decreto que señala que: 

“ARTÍCULO 3. Pérdida de vigencia de los permisos de operación del transporte público colectivo por la implantación de troncales del Sistema TransMilenio. A partir de la entrada en vigencia del presente decreto, los permisos de operación de rutas que circulen por el corredor de la troncal de TransMilenio que se implante, perderán su vigencia desde  la fecha en la que entren en operación las troncales del sistema de transporte masivo que se implementen en la ciudad, salvo los casos en los que dichas rutas o servicios hayan sido objeto de reestructuración, y su recorrido haya sido excluido de la troncal”.
“De manera que el artículo señalado lo que hizo fue dejar plasmada una realidad,  la de la pérdida de los permisos otorgados, dado que la facultad de reestructurar ya existía. 

“Antes de seguir adelante es pertinente también tener en cuenta el artículo 9° del decreto en comento teniendo en cuenta la lógica del asunto; dice la disposición que “antes de proceder a revocar el permiso de operación se evaluará la posibilidad de modificar o reestructurar tales rutas, en orden a desplazar parcialmente su recorrido para atender las necesidades de movilización que se identifiquen en el resto de la ciudad. También se evaluará la posibilidad de reestructurar las rutas, de forma  que las mismas se trasladen a otras actualmente servidas, previo un estudio técnico que justifique la viabilidad del traslado”.

“De manera que la reorganización o reestructuración de las rutas de las rutas sí era viable de oficio, en aras del interés público, sin desconocer, en la medida en que se requiriera el servicio, derechos en cabeza de las empresas transportadoras.
“2. “Que la autoridad competente puede reestructurar o reorganizar el servicio, cuando las necesidades de los usuarios así lo exija” dice el numeral 6° de la parte motiva de la resolución acusada y el numeral 7° ídem  agrega que esa reestructuración la puede hacer “oficiosamente” con sustento en un estudio técnico previo de conformidad con el artículo 36 del Decreto 1558 de 1998.

“La inconformidad del actor consiste en que la reestructuración de que trata el artículo 36 ídem, si bien debió tener un estudio técnico previo, debió referirse a un estudio general que comprendiera los cambios o reestructuración requeridos, pero insiste en que una vez fijada la necesidad de modificar o reestructurar las rutas de la empresa SIDAUTO S.A. y se establecieran las condiciones particulares de cada una de ellas, la Secretaría de Tránsito y Transporte  de Bogotá estaba obligada a abrir un concurso que garantizara la libre concurrencia y la iniciativa privada, porque se trataba de rutas nuevas, por lo cual, aduce, se le conculcaron sus derechos y se violaron los criterios básicos rectores del transporte colectivo de pasajeros contenidos en las normas mencionadas en la demanda y en especial los artículos  1° y 24 a 32 del Decreto 1558 de 1998 relacionados con el concurso público, los términos de referencia y los respectivos estudios técnicos como son la toma de información, el procesamiento y análisis de los comportamientos y la determinación de la demanda potencial.    

“Entonces la Sala debe resolver si la Secretaría  de Tránsito y Transporte de Bogotá podía expedir el acto administrativo demandado fundamentado en la facultad oficiosa de que trata el artículo 36 del Decreto 1558 de 1998 para reestructurar el servicio, modificando, revocando o adicionando los actos administrativos por medio de los cuales se autorizó a la empresa SIDAUTO S.A. o, si debió abrir un concurso para adjudicar las rutas que consideró necesarias, teniendo en cuenta lo dispuesto por los artículos 24 y siguientes del citado decreto.

“El Decreto 1558 de 1998, que dice la actora se violó, señala en su artículo 1° que su objeto es reglamentar la prestación de servicio público de transporte terrestre colectivo de pasajeros en el ámbito municipal, bajo criterios básicos y rectores del transporte “como el de la libre competencia y el de la iniciativa privada, a la cual sólo se aplicarán las restricciones establecidas en la ley, por los decretos reglamentarios y los convenios internacionales”

“El título II ídem “De la prestación del servicio”, capítulo II “Procedimiento para la determinación de las necesidades de movilización” artículo 26 señala como “Disposición General” que se realice un concurso público en el cual podrán participar todas las empresas interesadas en prestar el servicio con el lleno de los requisitos para establecidos en los términos de referencia y señala un procedimiento previo al concurso para determinar las necesidades de movilización; el capítulo III fija el “Procedimiento para la adjudicación de rutas” en dos grandes etapas así: 1. una vez determinadas las necesidades de nuevos servicios de movilización, se ordena la apertura del concurso, se elaboran los términos de referencia que deben incluir los puntajes para evaluación, entre otras y 2. la adjudicación se hace mediante audiencia pública sujeto a las condiciones de la Ley 80 de 1993.

“El mismo Título II, en su Capítulo V titulado “Alternativas de acceso al servicio”, como su nombre lo indica, se separa de la anterior regla general del llamamiento a concurso o licitación, en dos casos, así:

“1. ART 35. Las empresas de transporte que tengan autorizada una ruta podrán solicitar la modificación de la misma pero en ningún caso la longitud y recorrido de la ruta modificada podrá tener alteración de más del 10% sobre la ruta original, ya sea por exceso o por defecto y no podrá desplazarse más de un Terminal de un Terminal; en este caso la autoridad decide la conveniencia de otorgarlo.

“2. Art. 36. La autoridad competente podrá en cualquier tiempo, cuando las necesidades de los usuarios así lo exijan, reestructurar oficiosamente el servicio, el cual se sustentará con un estudio técnico en condiciones normales de demanda.

“Y las excepciones a la regla general de realizar un concurso son posibles porque, como ya se dijo, el artículo 1° del Decreto 1558 tantas veces citado señala que a los principios de libre competencia  e iniciativa privada se le pueden aplicar las restricciones establecidas en la ley o los decretos reglamentarios.

“Además, considera la Sala que se deben aplicar principios de igualdad y equidad, en tanto era seguro que las rutas autorizadas que debían ser reestructuradas tendrían en su mayoría modificaciones del más del 10%; si se aplicara el criterio de la actora los cambios que pasen se ese porcentaje se considerarían rutas nuevas que se tendrían que adjudicar por concurso público sin tener en cuenta la situación de las empresas cuyas rutas se tenían que suprimir en aras del interés público con la entrada del sistema masivo de transporte. Es claro que esas rutas por las que transitaban unas empresas, entre ellas SIDAUTO S.A. y por las que hoy transita de manera exclusiva Transmilenio, se le podían o suprimir a las empresas que las tenían adjudicadas o bien reestructurar en aras del interés público, previo estudio de su conveniencia y sin desconocer el derecho que ya tenían las empresas a quienes, también en aras del interés general, se les impidió continuar con el servicio en las rutas en las que de manera legal prestaban el servicio público de transporte de pasajeros. 

“Pese a que para la época de los hechos no se había expedido el mencionado Decreto 115 de 2003, es importante mencionar que en esta disposición se incluyeron expresamente algunos principios rectores necesarios para hacer los cambios estructurales que se requerían con la entrada del sistema masivo de transporte, principios que en criterio de la Sala estaban tácitos en las normas de transporte masivo de pasajeros, como principios del derecho. Es así como el artículo 12 ídem señala que “Todas las decisiones que se tomen en materia de reestructuración del servicio se inspirarán en los principios de igualdad y equidad”.   

“Se concluye de lo anterior que la regla general para asignar las rutas del transporte público es el concurso o la licitación y que existen las dos excepciones señaladas; el hecho de que SIDAUTO S.A. hubiera hecho la petición no señala necesariamente la norma aplicable; es razonable que la empresa SIDAUTO S.A., en vista de que sus rutas, ya autorizadas, no podían usar los carriles exclusivos de TransMilenio y previo el estudio que realizó solicitara una modificación en sus rutas y que, la Secretaría de Tránsito y Transporte previo concepto de TransMilenio avalado por ella, en aras del interés general, dada la entrada del sistema masivo de transporte que significó cambios fundamentales en las rutas previamente autorizadas, hiciera uso de su facultad oficiosa de reestructurar previo un estudio técnico, para lo cual no tenía que hacer referencia al porcentaje de variación de la ruta. 

“Según el diccionario de la Real Academia Española por “reestructurar” se entiende “modificar la estructura de una obra”; en el caso presentado, con la entrada del sistema de transporte masivo TransMilenio, es un hecho notorio que las rutas exclusivas que se le señalaron, como ya se advirtió, se tomaron un porcentaje de las rutas existentes, entre ellas las de SIDAUTO S.A. 

“Ahora bien, al tenor del artículo 6° de Decreto 1558 de 1998, se entiende por ruta “el trayecto comprendido entre un origen y un destino, con un recorrido determinado y unas características en cuanto a horarios, frecuencias y demás aspectos operativos”, lo que indica que una reestructuración hace relación a todos los elementos comprendidos en la definición y no solamente al recorrido, por lo cual bien podía la entidad demandada variar el nivel de servicio, la clase de vehículo, el horario y la frecuencia.

“Ahora bien, es cierto que la Constitución Política garantiza la libre iniciativa privada y la libertad de empresa, correspondiendo al Estado impedir su obstrucción o restricción (art. 333). Sin embargo, tal como se expresó en la Sentencia C-398/95 (M.P., doctor José Gregorio Hernández Galindo), "insiste la Corte en que la Carta Política no ha acogido un modelo económico determinado, exclusivo y excluyente, y en que sus normas deben ser interpretadas de manera armónica y coherente, evitando posiciones absolutas, por lo cual la libertad del individuo se encuentra atemperada en la preceptiva constitucional por la prevalencia del interés colectivo (artículo 1º), por las competencias de intervención y regulación a cargo del Estado (artículos 333, 334 y 335 C.P.) y por los principios de razonabilidad y proporcionalidad que la doctrina de esta Corte ha prohijado."

“Ahora bien, para reestructurar o reorganizar el servicio “oficiosamente” señala el citado artículo 36 que se “sustentará” con un estudio técnico; es natural que la empresa SIDAUTO S.A. tuviera un interés directo ante la supresión de algunas de sus rutas y la necesidad inminente de reestructurar el servicio y por ello elaboró un estudio previo (anexo al expediente) sobre el cual TransMilenio se pronunció y la entidad demandada avaló el estudio de SIDAUTO S.A. y el concepto de TransMilenio sobre el mismo (concepto N° 027 de 2000); fueron precisamente estos estudios los que sirvieron de base al acto acusado. La actora no logra desvirtuar que estos estudios que motivan el acto acusado no se hicieran de conformidad con las normas pertinentes o tuvieran un fin diferente o falsa motivación.

“Como lo señala la entidad demandada, para el desarrollo de TransMilenio se desarrollaron actividades de integración de base de datos de estudios paralelos como el de la Avenida Troncal Caracas, el estudio del Plan Maestro de Bogotá realizado por la JICA, la definición de la Estructura Organizacional para el sistema Solo Bus, lineamientos para el diseño de un nuevo sistema de rutas de transporte público en la ciudad, proyecto Metro y proyectos viales del IDU y el estudio realizado por Steer Davies Gleave sobre la situación del transporte, se evaluó la prioridad que debía tener el transporte público, definiendo los trazados, itinerarios de rutas, área de influencia de las líneas de transporte público, la oferta y la demanda, la clase de recorrido, la frecuencia de las rutas autorizadas y no autorizadas y la capacidad de las vías, entre otras, lo cual, considera la Sala era determinante para tomar las decisiones correspondientes a las variaciones de las rutas ya autorizadas a SIDAUTO S.A.

“Señala el concepto de TransMilenio S.A., entre otras, que el plan de reestructuración buscó a partir de una demanda de pasajeros, diseñar una estructura de rutas optimizada para ser implantada en el corto plazo que permitiera minimizar el tiempo de viaje, mejorar el servicio de pasajeros, acercándose a un nivel similar al ofrecido por TransMilenio S.A. (transferencias, accesibilidad mediante paraderos, frecuencias, integración e imagen), minimizar los requisitos de flota de buses, reducir la congestión y los costos y mejorar la viabilidad financiera de las compañías de buses.

“También señala el concepto que se analizaron alternativas que tienen en cuenta principalmente la cobertura de los servicios y los deseos de viaje de la población para lo cual se evaluaron diferentes trazados de ruta, áreas de influencia de cada ruta, tipología de las rutas, se calcularon niveles de congestión de los corredores viales para a futuro priorizar el transporte público con su uso exclusivo o preferencial, se definieron rutas circulares, se consideró la extensión del trayecto, el tipo de terreno, productividad de los vehículos en términos de eficacia y calidad y se establecieron criterios para el análisis y evaluación de alternativas de reestructuración del transporte desde el punto de vista de los usuarios y operadores del sistema. (ver anexos al expediente) 

“Ahora bien, como ya se dijo el Concejo de Bogotá autorizó la creación de la sociedad Empresa de Transporte del Tercer Milenio TransMilenio S.A. autorizando la participación de la Alcaldía Mayor como accionista de la misma junto con otras autoridades del Distrito Capital y atribuyendo a ésta la gestión, organización y planeación del servicio de transporte público masivo urbano de pasajeros en el Distrito Capital bajo la modalidad de transporte terrestre automotor; la sociedad fue constituida mediante escritura pública N° 1528 del 13 de octubre de 1999 de la Notaría 27 del Círculo de Bogotá.

“En este contexto la entidad demandada y la empresa celebraron un acuerdo interadministrativo con fundamento en el principio de coordinación y colaboración entre las entidades para facilitar el ejercicio de sus funciones de que trata el artículo 6° de la Ley 489 de 1998, lo cual es acorde con los artículos 113 y 209 de la Constitución Política., de tal manera que resulta palmario que TransMilenio S.A. no actuaba en virtud de una delegación como lo asume el actor.

“En conclusión, el acto administrativo acusado se expidió de conformidad con las normas pertinentes en cuanto a la facultad oficiosa de que goza la entidad de tránsito y transporte, estuvo  fundamentado en un estudio previo que sirvió de soporte para reestructurar el servicio oficiosamente para lo cual es apenas obvio que se tomaran los estudios que indudablemente antecedieron a la creación y entrada en funcionamiento de Transmilenio, empresa que estaba en el deber de colaborar para que la Secretaría de Tránsito y Transporte de la capital pudiera implantar todas aquellas medidas para facilitar su objetivo institucional de implementar el transporte masivo de pasajeros, lo que tendrá que seguir haciendo en aras del interés colectivo, en la medida en que el sistema masivo se siga implementando.”

En lo que concierne a la competencia para expedir el acto demandado y a la usurpación de las funciones asignadas al Ministro de Transporte y al Alcalde Soacha, la Sala precisó:

“[…] es claro que el artículo 8° de la Ley 336 de 1996 o Estatuto de Transporte radica esta competencia en las autoridades municipales dentro de su jurisdicción y el artículo 57 ídem ratifica lo anterior y agrega que cuando el servicio sea intermunicipal, será competencia del Ministerio de transporte.

Debe la Sala examinar si la entidad demandada al expedir la Resolución 1357 de 2000, usurpó competencias del Ministro del Transporte y del Alcalde de Soacha porque, según la actora, ésta incluyó la adjudicación de rutas en el trayecto Bogotá - Soacha - Bogotá y dentro del municipio de Soacha. 

Sobre el particular se tiene que en efecto los artículos 12, 13 y 14 del acto acusado se refieren a rutas que hacen recorridos en Bogotá que también hacen recorridos intermunicipales con destino al municipio de Soacha y dentro de éste; la entidad demandada alega que estas rutas con destino al municipio de Soacha ya estaban aprobadas por el Ministerio del Transporte mediante Resolución 1549 del 6 de septiembre de 1985 expedida por el entonces denominado INTRA
 (folio 369) y que las rutas dentro del municipio de Soacha, están autorizadas por este municipio  mediante las Resoluciones 015 de 1989 y 798 de 1999 (folios 242 a 248) en virtud de las atribuciones que le otorga la Ley 336 de 1996
 y que por lo anterior, la Secretaría de Tránsito y Transporte enmendó su error mediante Resolución 156 del 23 de mayo de 2002 que modificó el acto acusado.

Del contenido de la disposición demandada se colige que la autoridad de Transporte de Bogotá, como ella lo reconoció, asumió competencias que no le corresponden, por lo cual la Sala declarará nulas estas disposiciones en lo que hace relación al recorrido intermunicipal Bogotá-Soacha-Bogotá y a las rutas dentro del municipio de Soacha, sin perjuicio de lo que han señalado otras disposiciones como las mencionadas en el párrafo anterior y los convenios que se hayan celebrado entre las diferentes entidades para la extensión del sistema TransMilenio al municipio de Soacha (folio 609), los cuales no son objeto de la presente.

Como bien se puede observar, las consideraciones que anteceden corresponden a un debate jurídico análogo al que se plantea en este proceso, existiendo además en uno y otro caso identidad en las partes demandante y demandada (TRANS UNISA S.A. y el DISTRITO CAPITAL), y una indiscutible coincidencia en el hecho de que en ambos procesos se está discutiendo la legalidad de los actos administrativos proferidos en el año 2002 por parte de la Secretaría de Tránsito y Transportes de Bogotá, en virtud de los cuales se dispuso la reorganización de unas rutas del servicio de transporte público colectivo de pasajeros en el corredor vial Bogotá-Soacha-Bogotá, a efectos de permitir la entrada en funcionamiento y la operación del Sistema Transmilenio. En ambos casos se cuestiona, con los mismos argumentos, la competencia de las autoridades distritales para decretar la reorganización de las rutas involucradas, teniendo en cuenta que las mismas comprenden la prestación intermunicipal del servicio de transporte colectivo de pasajeros y se discute el hecho de que la medida haya sido adoptada de manera oficiosa. En los dos procesos, la firma TRANS UNISA S.A. reclama, a manera de restablecimiento del derecho, la indemnización de los perjuicios derivados del hecho de no haberse adelantado un procedimiento de licitación o concurso, negándole la posibilidad de convertirse en adjudicataria de las nuevas rutas que según su criterio fueron asignadas a las empresas SIDAUTO S.A. y EXPRESO DEL PAÍS S.A., las cuales resultaron indebidamente favorecidas con la expedición de las Resoluciones que se impugnan en uno y otro proceso. 

La diferencia entre esas dos causas estriba básicamente en el nombre de las empresas involucradas, en el número que identifica el acto demandado y en el número de las rutas que fueron objeto de reestructuración.  

Así las cosas y como quiera que ante unas circunstancias de hecho análogas se impone la adopción de las mismas soluciones de derecho, la Sala confirmará lo decidido en la Sentencia proferida el 10 de febrero de 2005 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, exceptuando los artículos 7° y 8° de la Resolución 988 del 24 de octubre de 2000, en cuanto tales disposiciones se ocuparon de reestructurar el recorrido intermunicipal de algunas de las rutas que sirven el corredor vial Bogotá-Soacha-Bogotá y algunas rutas que operan en la jurisdicción territorial del municipio de Soacha, pues es claro que la Secretaría de Tránsito y Transportes de Bogotá, Distrito Capital, no era competente para reorganizar las rutas en ese trayecto intermunicipal como tampoco al interior del precitado municipio. 

Al respecto se debe precisar, que la ley 336 de 1996 en sus artículos 57 y 58 disponen que cuando se trate de servicios de transporte que se presten dentro de las áreas metropolitanas o entre ciudades que por su vecindad generen alto grado de influencia recíproca, cada autoridad distrital o municipal, bajo la coordinación del Ministerio del ramo, decidirá lo relativo a la utilización de su propia infraestructura de transporte, pero cuando el servicio sea intermunicipal, la competencia estará radicada la aludida cartera ministerial, quedando prohibido a las autoridades locales autorizar servicios regulares por fuera del territorio de su jurisdicción, so pena de incurrir en causal de mala conducta. En este caso la Sala se abstendrá de ordenar la compulsación de las copias con destino a las autoridades competentes, por ser evidente que en razón del tiempo transcurrido no procede ninguna acción disciplinaria.

Por otra parte, no huelga señalar que si bien la Secretaría de Tránsito y Transportes de Bogotá modificó posteriormente la Resolución 988 del 24 de octubre de 2000 por virtud de lo previsto en la Resolución 153 del 23 de mayo de 2002, con el objeto de circunscribir las medidas a los trayectos ubicados dentro de la jurisdicción territorial del Distrito Capital, esa circunstancia de manera alguna enerva las facultades de la Sala para decretar la nulidad de los artículos precitados, pues independientemente de haber sido modificados en el año 2002, mientras estuvieron vigentes pudieron haber producido efectos jurídicos o generado perjuicios a terceros. Es por lo mismo que a pesar de su modificación se decreta su nulidad, pues tales artículos produjeron plenos efectos jurídicos durante el tiempo comprendido entre el 24 de julio de 2000 y el 23 de mayo de 2002.

Además de lo expuesto, estima la Sala que el actor incurre en una errónea interpretación del artículo 19 de la Ley 336 de 1996 y de la Resolución 1357 de 2000, cuando de manera persistente afirma en sus escritos que aun en tratándose de la simple reorganización de rutas, la administración está llamada a adelantar el proceso de licitación o concurso regulado en esas normas.  Según el criterio de la Sala, la precitada afirmación es equivocada, pues en realidad en tales eventos no se está realizando ningún tipo de adjudicación de nuevas rutas sino que simple y llanamente se están modificando las rutas existentes, con el propósito de adecuarlas a los intereses y necesidades de la respectiva entidad territorial.  El artículo 38 de la mencionada Resolución, establece de manera diáfana y perentoria que “La autoridad competente podrá en cualquier tiempo, cuando las necesidades de los usuarios así lo exijan, reestructurar oficiosamente el servicio, el cual se sustentará con un estudio técnico en condiciones normales de demanda.”
A propósito del tema, no sobra mencionar también que las empresas adjudicatarias de rutas de transporte colectivo son titulares de derechos eminentemente precarios, que por razón de su misma naturaleza son susceptibles de ser modificados en cualquier tiempo en procura de satisfacer de manera eficiente y oportuna los intereses de la comunidad. Además de lo anterior, constituye un hecho notorio que la entrada en funcionamiento del sistema Transmilenio generó un obvio replanteamiento en el sistema de transporte de la capital de la República, ante lo cual se imponía la adopción de medidas de este talante.  

La Sala desestima el cuestionamiento relativo al hecho de que la actuación administrativa se haya iniciado al mismo tiempo de oficio y a petición de parte. Si bien el procedimiento y los requisitos establecidos son distintos en uno y otro caso, es claro para esta Corporación que la medida demandada responde a la ya referida necesidad de armonizar el sistema de transporte colectivo con el de transporte masivo conocido por Transmilenio, caso en el cual la actuación administrativa, además de hallarse plenamente justificada, no podía someterse a las limitaciones porcentuales señaladas en las normas que invoca la parte actora. Lo más importante, en todo caso, es que la ruta adjudicada de tiempo atrás a la firma EXPRESO DEL PAÍS S.A., seguía siendo la misma, en la medida en que conservó los mismos lugares de salida y de llegada.
La Sala considera que en el presente caso no procede la pretendida condena al restablecimiento de los derechos presuntamente afectados, pues lo cierto es que los perjuicios reclamados por la parte actora son meramente conjeturales e hipotéticos y no obra en el proceso un medio de prueba que los acredite.  Además de lo anterior, al no tratarse de la asignación de nuevas rutas, como ya se dijo, no es dable predicar que la firma demandante se haya visto privada de la oportunidad de convertirse en adjudicataria de las mismas.

Por último y en cuanto al cargo de desviación de poder, es oportuno mencionar que las medidas cuestionadas en este proceso se encuentran debidamente soportadas en el estudio técnico allegado al proceso, el cual fue aprobado y acogido por la administración, lo que permite concluir que las medidas adoptadas no fueron el fruto de la improvisación o del capricho.  Por lo expuesto, aplican también en este proceso las mismas consideraciones que expuso la Sala al fallar el caso análogo mencionado en páginas precedentes, en donde se señaló expresamente lo siguiente:

Si la Secretaría de Tránsito y Transporte actuó con desvío de poder, bien sea por permitir a SIDAUTO S.A. operar rutas totalmente nuevas que no tenían ninguna influencia en relación con las troncales del sistema masivo TransMilenio S.A., y por tanto debieron adjudicarse por concurso, esto no fue probado en el proceso;  lo cierto es que la entidad demandada sí podía hacer la reestructuración oficiosamente previo estudio técnico que se hizo, por tanto el actor no desvirtuó la presunción de legalidad de que goza la norma acusada, pues las razones jurídicas y la motivación del acto acusado, como ya se observó, fueron debidamente sustentadas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativa, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  

FALLA:

PRIMERO.- 
REVÓCASE la sentencia de fecha 10 de febrero de 2005 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en virtud de la cual se denegaron las pretensiones de la demanda, y en su lugar, DECLÁRASE la nulidad de los artículos 7 y 8° de la Resolución N° 988 del 24 de octubre de 2000, proferida por el Secretario de Transito y Transporte de Bogotá, Distrito Capital, de conformidad con las consideraciones expuestas.
SEGUNDO.- DENIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda.

TERCERO.- 
Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
La anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en su sesión de la fecha. 

RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA             MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO

                          Presidente
MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 

� Sentencia del 26 de abril de 2007. RAD. 2003-00834-02. C.P. Dr Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta.


� Citado en Sentencia C-043 de la Corte Constitucional del 25 de febrero de 1998; M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Facultad que tenía el INTRA en virtud del artículo 7 literal A del Decreto 1393 de 1970 y que hoy tiene el Ministerio de Transporte en virtud del ARTÍCULO 57 de la Ley 336 de 1996- Estatuto del Transporte que dice: En el caso del transporte terrestre automotor, cuando se trate de servicios que se presenten dentro de las áreas metropolitanas, o entre ciudades que por su vecindad generen alto grado de influencia recíproca, bajo la coordinación del Gobierno Nacional a través del Ministerio de Transporte, cada autoridad municipal o distrital decidirá lo relacionado con la utilización de su propia infraestructura de transporte, a menos que por la naturaleza y complejidad del asunto, el Ministerio de Transporte asuma su conocimiento para garantizar los derechos del usuario al servicio público. Cuando el servicio sea intermunicipal, será competencia del Ministerio de Transporte. 


El ARTÍCULO 58 idem  corrobora lo anterior, al disponer que las autoridades locales no podrán autorizar servicios regulares por fuera del territorio de su jurisdicción, so pena de incurrir en causal de mala conducta. 


� ídem






